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SEÑORA PRESIDENTA (Graciela Matiauda).- Habiendo número, está abierta la 
reunión. 


Damos la bienvenida al señor ministro de Trabajo y Seguridad Social, maestro 
Ernesto Murro, quien ha venido acompañado por los señores José Luis Baumgartner y 
Gabriel Lagomarsino. 


Agradecemos la gentileza que han tenido para venir a considerar este tema que 
tanto nos preocupa y del que hoy nos ocupamos: los cincuentones. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Señora presidenta: 
haremos una presentación del proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo. 


En primer lugar, en la exposición de motivos de este proyecto de ley se indica que 
esta iniciativa es para atender un problema existente para los mayores de cincuenta años 
de edad. Luego de más de veinte años de aprobada la Ley N* 16.713 se constata que 
estas personas se verían perjudicadas en su jubilación, si comparamos casos y 
condiciones similares de historias laborales, pues ese perjuicio se ocasionaría 
dependiendo de si se jubilan solo por el BPS o régimen de transición, o por el régimen 
mixto, lo que significa una parte principal de su monto jubilatorio por el BPS y lo que 
puedan dar como resultado las AFAP. 


Veinte años después se constata que a una parte importante de este colectivo en 
particular, en iguales condiciones de vida laboral, se le generaría un perjuicio. Este 
proyecto de ley intenta solucionar ese problema constatado. 


Este es un planteo que todos hemos recibido -el Poder Ejecutivo y seguramente 
también los señores legisladores-, propuesto por el PIT- CNT, representantes del 
movimiento que han creado estas personas -casualmente, tuvimos el gusto de saludarlas 
antes de ingresar a este recinto, pues estaban nucleadas en la puerta de ingreso al 
edificio anexo del Poder Legislativo- y la organización de jubilados y pensionistas. Importa 
destacar que las tres representaciones sociales en el BPS, es decir, empresarios, 
jubilados y pensionistas, han compartido la preocupación y necesidad de resolver este 
problema, destacando que es una situación que hay que solucionar. 


El Poder Ejecutivo propone un proyecto de ley a través del cual se resuelve el 
problema de los cincuentones y, al mismo tiempo, se generan recursos importantes para 
la seguridad social y el BPS en particular a través de un fideicomiso, los cuales serán 
administrados razonablemente. 


En ese sentido, quiero señalar otros aspectos generales. Para la elaboración de 
este proyecto hemos desarrollado un diálogo con todas las partes señaladas, y recogimos 
una serie de iniciativas y planteamientos que, sustantivamente, han sido contemplados. 


A vía de presentación, queremos repasar el régimen mixto vigente para las 
jubilaciones y pensiones o lo que se denomina invalidez, vejez y sobrevivencia; 
concretamente, me refiero a la Ley N* 16.713, que comprende todas las actividades 
amparadas por el BPS. Allí se definieron dos colectivos. Uno de ellos está formado por 
las personas menores de cuarenta años de edad al 1* de abril de 1996, y el otro está 
integrado por todos quienes a partir de esa fecha ingresaron al trabajo en actividades 
amparadas por el BPS, cualquiera fuera su edad. 


En esa ley, vigente desde 1996, se estableció que había tres colectivos. Uno de 
ellos es el denominado de primer nivel o régimen de reparto de solidaridad 
intergeneracional, administrado por el BPS, que comprende a todas las personas afiliadas 
por asignaciones computables, hoy fijadas en un nominal de $ 48.953. 
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El segundo nivel es el de las AFAP, régimen de ahorro individual obligatorio, que 
comprende a todos los afiliados por las asignaciones computables entre $ 48.953 hasta 
$ 146.859 


Este es un tema que vale la pena destacar porque también se ha tenido en cuenta, 
pues quien ganan más de $ 146.859 tendrán un tratamiento específico en el proyecto de 
ley que tienen a consideración. 


El tercer nivel es el de ahorro voluntario que, dicho sea de paso, funciona muy 
poco, por el tramo de asignaciones computables superiores a $ 146.859; el trabajador 
puede aportar o no, aunque en general no aporta pues el sistema no le resulta 
interesante. 


Para ampararse a esta norma, en caso de que sea aprobado el proyecto de ley 
-ojalá lo sea lo más rápidamente posible-, se debe contar con cincuenta o más años de 
edad al 1* de abril de 2016. Se ha tomado este criterio por diferentes razones, entre otras, 
porque se cumplen veinte años de la ley. En el año 2016 fue cuando más 
sustantivamente surgió la comprobación de la justicia de resolver este problema. La 
posición del Poder Ejecutivo ha sido tomar el criterio de que las personas con cincuenta o 
más años de edad al 1” de abril de 2016, estando en el régimen mixto en forma 
obligatoria, de aprobarse esta iniciativa, podrán ampararse. Se excluye a quienes están 
jubilados por el régimen mixto, pero se incluye a quienes tengan jubilación solo por el 
BPS pero permanezcan en actividad por el régimen mixto. Estas personas están incluidas 
en el proyecto de ley. 


Para el proceso de desafiliación planteamos un régimen similar establecido en la 
Ley N* 19.162, que es el antecedente más cercano que tenemos. Esta es la ley que 
permitió la afiliación de algunos miles de personas que se habían afiliado voluntariamente 
que, tal como hemos destacado, comprende a los afiliados obligados, mayores de 
cincuenta años. 


El proceso desarrollado exitosa, satisfactoriamente y sin cuestionamiento por parte 
del BPS para la Ley N* 19.162, es el que proponemos en similares términos para este 
proyecto de ley 


La solicitud de desafiliación ante el BPS es irrevocable y por única vez. Á su vez, 
tendrá efectos retroactivos desde el momento en que la persona quedó incorporada al 
régimen de ahorro individual, es decir, ampara todo el período de actividad 
correspondiente; para efectivizar la desafiliación, la persona deberá hacer un 
consentimiento informado con previo asesoramiento preceptivo de parte del BPS que, 
además, será por escrito y planteará diferentes opciones, tal como se procedió con la Ley 
N* 19.162. 


Teniendo en cuenta la experiencia de la Ley N” 19.162, el volumen de personas 
que podría ampararse a lo establecido en este proyecto de ley y que hay gente que está 
más cerca a su jubilación y otra no tanto -hablamos de los cincuentones-, se prevé que 
para el primer año de vigencia de la ley el plazo para solicitar asesoramiento sea, en 
primer lugar, para quienes tengan cincuenta y seis años de edad, o más. De esta forma, 
quienes estén más cerca de la jubilación, serán los primeros a asesorar. 


En el segundo año sería para los de cincuenta y tres, cincuenta y cuatro y 
cincuenta y cinco años de edad -siempre considerados al 1* de abril de 2016-, y el tercer 
año para quienes tengan cincuenta, cincuenta y uno, y cincuenta y dos años de edad, 
también al 1? de abril de 2016. 
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En caso de que exista bonificación de servicios -por ejemplo, sectores docentes o 
con actividad unificada- se tomará en cuenta la edad real más la bonificación, de modo tal 
de beneficiar también a estos trabajadores que podrían estar incluidos, por ejemplo, por 
la edad, en el primer grupo. 


El plazo establecido en el proyecto para brindar asesoramiento es de un año a 
partir de la fecha de solicitud y podrá extenderse. Y el plazo que tiene el trabajador para 
decidir la desafiliación es de noventa días posteriores al día que recibió el asesoramiento 
por parte del BPS. 


Ese asesoramiento será personalizado y por escrito, tal como se hizo 
satisfactoriamente con la Ley N* 19.162, y luego se tendrán noventa días para decidir. Si 
en ese tiempo el trabajador no formaliza la desafiliación o no comparece para asesorarse, 
el trámite quedará sin efecto. Sin perjuicio de esto -al igual que en la Ley N* 19.162- se 
prevé que el Poder Ejecutivo habilite, por vía de la reglamentación, una nueva solicitud 
por única vez. 


¿Cuáles serían los efectos de la desafiliación en caso de que soberanamente la 
persona lo decida luego de recibir el asesoramiento en los plazos previstos? Los fondos 
acumulados en las AFAP irán al fideicomiso -el fideicomiso será propiedad del BPS, 
contratado por el BPS y con un fiduciario autorizado por el Banco Central- y sus activos 
serán de bajo riesgo para garantizar al trabajador y al BPS el mejor financiamiento del 
sistema estatal de seguridad social. 


A su vez, se establecen una transferencia gradual de fondos del fideicomiso al 
BPS -lo cual es muy razonable en el marco del proceso en el que la gente solicita su 
desafiliación y se jubilará, una vez retornada al BPS-, y facilidades para aquellos afiliados 
que tengan ingresos superiores a los $ 146.859, y que opten por la desafiliación. Este es 
un grupo pequeño de personas. Supongamos que una de ellas gana $ 200.000 
nominales; si está afiliado al BPS aporta por todo, pero si está afiliado a una AFAP solo 
aporta por $ 146.859. Si esa persona, luego del asesoramiento opta por volver al BPS, 
deberá aportar la diferencia, que no pagó, entre los $ 146.859 y $ 200.000. 


Esto también se hizo con la Ley N* 19.162 y la novedad es que se facilita a que 
algunas de las setenta y dos cuotas se puedan pagar aun cuando la persona esté 
jubilada. 


Quien luego de este proceso ingrese al régimen de transición, quedará 
comprendida en este régimen y, por lo tanto, se jubilará bajo esas condiciones. 


Al día de hoy, podemos ejemplificar esta situación de la siguiente manera. 


Quienes no estamos afiliados a una AFAP, al momento de jubilarnos tendremos un 
tope de $ 59.723 y quienes están afiliados a alguna AFAP, tendrán un tope de $ 40.386, 
más lo que dé la AFAP. Es decir, podríamos decir que hay una diferencia entre $ 40.000 
y $ 60.000. 


En el caso de quienes están afiliados a las AFAP, son $ 40.000 más lo que dé la 
AFAP. Hoy, a través de las aseguradoras, las AFAP están dando promedialmente 
$ 6.000, o sea, la jubilación promedio, la renta promedio, es de $ 6.000. Lo que se corrige 
es el máximo al que puede llegar una persona que llega al tope, porque están los que se 
jubilan sin llegar. En un régimen mixto por BPS el tope es de $ 60.000 y en un régimen 
mixto por AFAP es de $ 40.000 más lo que dé la AFAP, que reitero es promedialmente 
$ 6.000. Esa es la diferencia que ocasiona el perjuicio en este ejemplo, pero también se 
puede dar para quienes no llegan a esos topes. Un número importante de cincuentones 
no llega a los topes y tiene un perjuicio similar ya que recibe un porcentaje de jubilación 
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por el BPS y otro por lo que da la AFAP en un caso de régimen mixto o lo que daría solo 
el BPS por el régimen de transición en caso de que optaran por volver al sistema. 


Esta es sintéticamente la presentación del proyecto de ley. 
SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Doy la bienvenida a la delegación. 


Antes de entrar al análisis del proyecto de ley y hacer algunas preguntas al señor 
ministro, quiero decir algo que nos llamó poderosamente la atención, porque estoy seguro 
de que en el ánimo de todos los señores legisladores está resolver esta temática en el 
menor tiempo posible. En los últimos días, escuchamos que el señor ministro adjudicó 
algunas intencionalidades políticas a una supuesta dilatoria en el tratamiento de este 
proyecto de ley, lo que estoy seguro no está en el ánimo de ningún integrante de esta 
Comisión, de los delegados sectoriales o de ningún diputado. Esto nos llamó 
poderosamente la atención porque nosotros presentamos dos proyectos de ley, uno en 
diciembre de 2015 -fuimos los primeros en presentar una iniciativa parlamentaria para dar 
solución a los cincuentones- y otro algunos meses después, que necesitaba la iniciativa 
privativa del Poder Ejecutivo y que por eso enviamos al señor ministro como una minuta 
de comunicación. Por lo tanto, siempre estuvo la preocupación por poder dar solución a la 
situación de los cincuentones, y de ningún modo es de recibo que se diga que han 
existido dilaciones con determinadas intenciones. En lo que me es personal, hemos 
tratado de atender esta situación en el menor tiempo posible y estoy seguro de que la 
Comisión también lo hará de esa manera. Inclusive, hemos hablado extraoficialmente de 
reconfigurar la agenda de citaciones establecida. 


También quiero contestar al señor ministro en cuanto a la citación a algunos 
especialistas. Todos los legisladores tenemos la facultad constitucional de citar a quienes 
entendemos que debemos citar. El Parlamento es libre e independiente con respecto a 
otros poderes del Estado y, por lo tanto, me parece que es una buena cosa ilustrar la 
temática que estamos tratando con especialistas de todos los partidos políticos; no 
podemos aprobar un proyecto de ley a tapas cerradas. Si esa es la intención del señor 
ministro voy a decirle claramente que no es la de los legisladores. Los legisladores 
queremos que esto se solucione, pero con todos los elementos arriba de la mesa para 
que la solución sea justa, razonable y apegada a la legalidad. 


En cuanto al proyecto, me quedan una cantidad de dudas. En lo que tiene que ver 
con el artículo 1% no entendemos por qué no se incluyó el literal a) del artículo 7* que 
establecería la posibilidad de que aquellos que hicieron la opción por el artículo 
8” también pudieran estar contemplados en este proyecto de ley. Queremos saber por 
qué no se incluyó a quienes hicieron la opción por el artículo 8”, que están dentro del 
sistema mixto y también son cincuentones. También vemos que en el artículo 1* no dice a 
texto expreso que este proyecto de ley es para aquellos que hayan realizado actividades 
amparadas en BPS antes del año 1996. Acá no hay una diferenciación. Lo que puede 
suceder es que personas que no aportaron a BPS antes de 1996 también se vean 
beneficiados por la resolución de este proyecto de ley. Queremos saber por qué esa 
solución no se agregó a texto expreso. 


Asimismo, nos genera una cantidad de dudas el tiempo en el que los trabajadores 
tienen que hacer la opción. No entendemos por qué la gente tiene que hacer una opción 
de forma adelantada cuando en realidad no va a estar totalmente informada, porque una 
persona que tiene que optar a los cincuenta y uno o cincuenta y dos años no va a tener 
claro cuál va a ser su trayectoria laboral hasta que cumpla la causal jubilatoria. Nosotros 
creemos adecuado que la opción haya que hacerla cuando se cumpla la causal jubilatoria 
y la persona desee jubilarse. En ese momento, va a tener todos los números arriba de la 
mesa y se va a poder jubilar por el sistema que le rinda más, ya con cartas vistas. Si lo 
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hace de forma anticipada no las va a tener, y estaremos privando a esos trabajadores de 
la posibilidad de acceder a la mejor jubilación. 


También creemos que al optar de manera anticipada se van a generar una 
cantidad de problemáticas. 


Por otra parte, no queda claro cuáles van a ser los controles del fideicomiso que se 
establece; en este proyecto no se dice quién va a controlarlo ni cómo va a estar integrado 
por representantes del BPS. 


En cuanto al agente fiduciario, todavía no sabemos cuál es. Aquí se dice que es 
uno autorizado por el Banco Central, pero tampoco queda claro si ese agente va a cobrar 
una comisión. Si primero las AFAP cobran la comisión por los aportes vertidos y después 
va a haber una segunda comisión cobrada por el agente fiduciario, estaría perdiendo el 
Estado porque en definitiva tendría que poner más dinero. Queremos saber cuál sería la 
comisión que cobraría el agente fiduciario y si, como sucede con todos los fideicomisos, 
sería sobre el monto que administra y no sobre el aporte vertido. Ahí habría dos 
comisiones. 


Por otra parte, queremos saber si el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ha 
hecho un estudio de este número que se ha informado en la prensa y ha corroborado que 
son dos mil las personas que se han jubilado por el sistema mixto, y cuánto sería el costo 
de incluirlas en este proyecto de ley. También queremos saber si el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social ha visto la posibilidad de pagarles un complemento luego de comparar 
la jubilación que tienen por el sistema mixto, BPS más AFAP, con la que les hubiera 
tocado de estar incorporados en el régimen de transición. Queremos saber si el Poder 
Ejecutivo ha tomado en cuenta que ya hay una cantidad de gente que tuvo que ser 
jubilada por determinadas disposiciones reglamentarias y legales y que lo ha hecho por el 
sistema mixto, que no tuvo la posibilidad de seguir trabajando y aportando, como por 
ejemplo los docentes. ¿Por qué no se ampara a aquellos que no tuvieron la posibilidad de 
seguir aportando al sistema y tuvieron que ser jubilados por estas disposiciones? 


¿El Poder Ejecutivo tiene estudiados los costos totales que va a tener el Estado 
para hacer toda esta ingeniería a través de un fideicomiso? ¿Tiene hecho algún estudio? 
El Banco de Previsión Social hizo un estudio en su momento, pero no con respecto a este 
proyecto de ley ni a un fideicomiso. Queremos saber si el Poder Ejecutivo ha estudiado 
cuánto podría ser la erogación final para poder completar la diferencia entre el sistema 
mixto y el régimen de transición. 


Con respecto a una de las cosas que dijo el señor ministro en lo que tiene que ver 
con las jubilaciones promedio por AFAP, puede ser el promedio jubilatorio o la renta 
vitalicia de las aseguradoras que se dio por el ahorro en las AFAP, pero la diferencia no 
va a ser igual para todos. Va a haber gente que no llega al tope del régimen de transición, 
que va a cobrar menor jubilación por BPS y que, teniendo $ 6.000, $ 7.000 o $ 10.000 por 
AFAP va a compensar y va a llegar a una cifra muy cercana a la que obtuvo quien se 
jubiló por el régimen de transición. Hemos estudiado una cantidad de casos y en la 
mayoría no hay una diferencia de $ 20.000; algunos tienen una diferencia del 30%, pero 
hay otros que no. Si observamos todo el sistema veremos que si la gente difiere su 
jubilación hasta los sesenta y cinco años, lo más probable es que no tenga diferencias 
con respecto al régimen de transición. Entonces, si la gente puede hacer una opción 
totalmente informada al final del camino, si la ley le asegura poder jubilarse por el sistema 
mixto o por el régimen de transición, según cuál sea la liquidación que le dé mejor, el 
Estado va a tener que poner menos dinero, porque la casuística es tan amplia que mucha 
gente va a decidir diferir su jubilación después de los sesenta años. A toda esa gente le 
estamos diciendo que se tiene que jubilar ahora, por las dudas, por el régimen de 
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transición, pero si lo hace al final del camino a lo mejor puede elegir el sistema mixto y las 
arcas estatales, que en definitiva son los aportes que hace la sociedad por entero, se van 
a ver beneficiadas. 


Entendemos el buen espíritu que tiene este proyecto, que ha sido el mismo de las 
iniciativas parlamentarias que presentamos, pero no esta instrumentación que puede 
provocar que la gente cobre una menor jubilación y que el Estado, sin duda, tenga que 
poner mayor cantidad de dinero. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Doy la bienvenida al señor ministro y a los señores 
directores del Banco de Previsión Social que comparecen en el mediodía de hoy en la 
Comisión de Seguridad Social. 


Voy a hacer preguntas a título estrictamente informativo porque creo que estamos 
en la etapa de reunir información y elementos de juicio para legislar de la mejor manera 
con relación a un problema que, como decía muy bien el diputado Conrado Rodríguez y 
anteriormente el señor ministro, todos reconocemos como tal y ante el cual manifestamos 
la mayor disponibilidad y voluntad política a los efectos de poder encontrarle una 
solución, que será tanto menos mala o tanto mejor cuanto más agucemos el ingenio y 
mayor sea la base de apoyo y consenso político que podamos encontrar a la hora de 
escoger los instrumentos. 


Algunas consultas son de texto, referidas al articulado que ha remitido el Poder 
Ejecutivo, y otras de contexto, es decir, sobre información relevante con relación a lo que 
estamos analizando. En cuanto a las de contexto, se han hecho muchas estimaciones, y 
quiero saber qué números maneja el Poder Ejecutivo en cuanto al universo de 
interesados y beneficiarios. He oído por allí que en un segmento etario de unos 200.000 
afiliados, 200.000 trabajadores, no serían más de 30.000, 35.000 o 40.000 los que 
eventualmente se encontrarían en esta situación y serían verdaderamente afectados. Lo 
mismo con relación a los costos. También se ha dicho mucho sobre eso. Algunas 
estimaciones que el propio Banco de Previsión Social ha manejado señalan que la 
transferencia inicial de aportes personales al futuro fideicomiso, si llegara a crearse, sería 
de unos US$ 1.600.000.000, pero que después el Estado, a partir de determinado 
momento, tendría que financiar o volcar naturalmente, a través de una cadencia que 
demandará un lapso importante de tiempo, una cifra equivalente, y se habla de un costo 
global de US$ 3.000.000.000. No sé qué tan aproximado o alejado de la realidad es ese 
dato. Por lo tanto, pregunto si a nivel de la administración se maneja alguna estimación 
más o menos aproximada. 


Con relación a la ingeniería o al diseño que se ha propuesto me voy a ahorrar 
hacer las consultas que pensaba hacer porque las ha hecho muy bien el diputado 
Conrado Rodríguez. El Poder Ejecutivo nos debería trasmitir si está dispuesto a 
reconsiderar la fórmula del artículo 5%. Creo que eventualmente podría constituir una 
solución más benéfica para los interesados, más certera y de mayor seguridad y menor 
riesgo que la opción se haga en el momento del retiro, de la configuración de la causal y 
del acogimiento a los beneficios jubilatorios. 


Hay una tesis que se maneja sobre el fideicomiso y es que representa costos 
adicionales que hoy no existen en la medida en que se crearía un fideicomiso de 
administración, pero al mismo tiempo se dice que ese fideicomiso estaría llamado a 
realizar una tarea muy similar o equivalente a las que ya realizan las AFAP y el propio 
Estado en ese ámbito, porque es propietario de una. En ese sentido, todo lo que 
concierne a las inversiones financieras y a las tareas de administración y de colocación 
de los recursos eventualmente podría seguirse realizando como hasta ahora y 
naturalmente concretarse en el momento en que los recursos correspondientes a los 
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aportes sean trasladados al Banco de Previsión Social para servir las pasividades 
efectivamente. Este es otro nudo conceptual del proyecto, y es interesante para todos los 
legisladores saber qué margen de disposición tenemos de parte del Poder Ejecutivo para 
reformular ese aspecto de la propuesta que nos ha enviado. 


El ministro hablaba de que en este momento las AFAP están sirviendo 
prestaciones de un valor promedial de $ 6.000 por mes. Estamos en una etapa histórica; 
se han cumplido veintiún años de la vigencia del sistema y, por lo tanto, son pocos, o 
ninguno, los trabajadores que han logrado acceder a los beneficios jubilatorios en función 
de la causal común, que no han completado treinta años de aportes efectivos a las 
cuentas individuales. Mi pregunta es cómo se llega a ese promedio, cómo se conforma en 
función de las prestaciones que las AFAP están sirviendo, porque según tengo entendido, 
esta cifra debe responder seguramente al pago de pasividades por incapacidad, a 
pensiones o a otro tipo de subsidios. Me interesaría mucho conocer un poco más los 
detalles de la información. 


Finalmente, el ministro hizo referencia a la aplicación del artículo 14, que establece 
el reintegro, el financiamiento de aportes con relación a la porción de aportes que no se 
hizo en su debida oportunidad para quienes se acojan al derecho que esta ley habrá de 
consagrar. Si no entendí mal, se refirió a la situación de aquellos que ya están jubilados y 
podrían eventualmente aportar la diferencia y por esa vía reliquidar la pasividad. 
Probablemente yo haya entendido mal, pero mi pregunta es si eso tiene que ver con 
quienes están jubilados pero al mismo tiempo siguen aportando o perteneciendo al 
sistema mixto por otra actividad. Si no es así, quiero saber a qué situación 
específicamente se refiere. 


Esto nos lleva al otro tema que el Poder Ejecutivo en principio ha descartado. 
Aclaro que yo no lo estoy juzgando por ello. Simplemente quiero conocer la posición del 
Poder Ejecutivo en cuanto a la posibilidad de incluir a los actuales jubilados en el derecho 
que estamos consagrando. Esto es que aquellos que no se hubieran acogido al beneficio 
de la jubilación estarían en la situación de los llamados cincuentones y por lo tanto con la 
posibilidad de acogerse a un resultado jubilatorio más satisfactorio. Por supuesto ya 
hicieron una opción cuando la ley vigente era otra, diferente a la que tenemos hoy; esta 
fórmula no tenía vigencia todavía y no la tiene aún. 


Desde ese punto de vista, la pregunta es qué margen tenemos para que el Poder 
Ejecutivo pueda considerar -se dice que son unos dos mil- a aquellos recientemente 
jubilados a pesar de haber sido obligados a incorporarse al sistema en 1996 y de esta 
manera quedar contemplados. 


SEÑOR RUBIO (Eduardo).- Creo que estamos enfrentando un problema de 
aplicación de un modelo al que nos opusimos desde el principio: el modelo de las AFAP, 
que es parte de un proceso de destrucción de la seguridad social, tal como lo concebimos 
nosotros. 


Nuestra preocupación por este tema ha sido permanente y no admite dilaciones. 
Hace más de dos años presentamos un proyecto para derogar el sistema de las AFAP. 
Creemos que ese es el camino que debe recorrer el país: terminar con las AFAP. En todo 
caso, si el trabajador quiere tener un ahorro extra que lo tenga, pero la seguridad social 
debe ser un sistema integral. 


Sobre la resolución de este problema hemos estado preocupados y ocupados 
desde hace tiempo. En marzo de 2016 entró a esta Comisión un proyecto -después se lo 
voy a acercar al ministro porque tal vez no lo conoce- que tendía a resolver el problema 
de los cincuentones. Esta iniciativa coincide con el proyecto que presenta el Ejecutivo en 
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cuanto a querer resolver ese problema pero difiere absolutamente en el contenido, que es 
la diferencia que tenemos. Nos parece que es un proyecto que resuelve el problema de 
los que se van a jubilar, dejando por el camino a los jubilados; es un proyecto a la medida 
de los intereses de las AFAP. 


En ese sentido, quiero preguntar al ministro la razón de que exista un fideicomiso. 
¿Por qué los fondos no van directamente al BPS? Esto resolvería un problema grande al 
BPS y se seguiría con la lógica de defender el sistema de seguridad social. ¿Por qué un 
fideicomiso? ¿Por qué no van los fondos al BPS? 


Se dice que el fideicomiso va a ser propiedad del BPS. ¿Pero quién lo va a 
administrar? ¿Quién va a ser el fiduciario? ¿Cómo se va a componer? ¿Qué van a 
devolver las AFAP? ¿Dinero, títulos de deuda o inversiones en tal o cual empresa? ¿Le 
vamos a exigir a las AFAP que nos devuelvan dinero? Nos parece que ese fideicomiso 
viene a ser como una nueva AFAP, que va a invertir la plata de los trabajadores en las 
vías de UPM o en algún otro proyecto. 


¿Por qué hasta los seis años no se puede tocar ese dinero? O sea que los que se 
jubilen el año que viene van a cuenta de Rentas Generales; ¿o del BPS? El fideicomiso 
no se tocaría porque invertiría el dinero de los trabajadores; lo mismo que hacen las 
AFAP ahora. 


¿Por qué el asesoramiento debe ser obligatorio? No lo fue cuando se obligó a la 
gente a afiliarse a las AFAP. Las consultas generarán una demora de tres o cuatro años. 
Durante esos tres o cuatro años estos trabajadores van a seguir aportando a las AFAP. O 
sea que si a los cuatro años resuelven -creo que es lo que va a hacer la mayoría- irse de 
la AFAP, esta habrá recibido de arriba un aporte de los trabajadores, mientras que el BPS 
no habrá recibido nada y tendrá que pagar la jubilación. ¿Por qué no es inmediato? ¿Por 
qué no es voluntario el asesoramiento? Si alguien quiere asesorarse, que lo haga. Si un 
trabajador quiere desafiliarse de las AFAP, a lo cual fue obligado, contra su voluntad y de 
manera inconstitucional, ¿por qué no basta con la voluntad de desafiliarse ahora? 


¿Por qué no se contempla a los jubilados? El dinero de los que ya se jubilaron 
debe estar en el Banco de Seguros del Estado, que es la única aseguradora que agarró 
viaje para pagar las jubilaciones de las AFAP. Ninguna aseguradora privada agarró viaje. 
La pregunta es ¿está el dinero en el Banco de Seguros del Estado? ¿Tiene el dinero el 
Banco de Seguros del Estado? Si es así, se hace una transferencia del Banco de 
Seguros del Estado al BPS y a partir de ahora se pagan las jubilaciones. Obviamente, 
resolveríamos una gran injusticia. 


Este problema se está abordando hoy por la gente que empezó a jubilarse. A partir 
de ahí se comprobó que las AFAP eran un desastre desde el punto de vista de los 
intereses de los que se jubilan. Los que justamente nos dieron la voz de alerta quedan 
por el camino. Pero ese dinero tiene que estar en el Banco de Seguros del Estado. ¿O 
dónde está? Lo más sencillo sería hacer una transferencia del Banco de Seguros del 
Estado al BPS y a partir de allí resolveríamos el problema de dos mil personas que van a 
quedar por el camino. 


Hago entrega al ministro del proyecto que presentamos en marzo de 2016. 


SEÑOR TROBO CABRERA (Jaime Mario).- Comparto las preguntas que 
realizaban los diputados Rodríguez y Abdala. Estamos a la espera de las respuestas del 
ministro a fin de conocer los propósitos y los contenidos del proyecto, porque esta 
iniciativa es una norma instrumental que no nos permite profundizar en las consecuencias 
de su aplicación. 
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Comparto lo expresado por el presidente de la República, doctor Tabaré Vázquez, 
cuando dijo que el propósito que tenía él y su Gobierno era que los cincuentones 
pudieran elegir entre la jubilación del sistema mixto y la del régimen de transición. Eso lo 
dijo en un discurso ante los medios de comunicación y las personas que reclamaban por 
un pronunciamiento del Poder Ejecutivo. La pregunta es ¿por qué el Poder Ejecutivo 
toma el atajo de un proyecto complicado, en el sentido de que complejiza la decisión del 
individuo, y no va por el camino más correcto, más justo, más adecuado a la realidad, es 
decir, dar al individuo en el momento en que está en la puerta de la jubilación la opción 
para tomar el régimen mixto o el régimen de jubilación por el Banco de Previsión Social? 
¿Por qué no se hace eso? Cualquier hipótesis que el individuo deba realizar a partir del 
día de hoy sobre su expectativa futura -cuatro, cinco, seis, siete u ocho años- siempre va 
a ser una hipótesis. La realidad, es que el día en que yo vaya a enfrentarme a la 
jubilación veré qué es lo que más me conviene. Eso es lo que a nuestro juicio debería 
ocurrir. Es muy simple: no hay transferencias de fondos, salvo que se enfrente a la 
situación, haga los números y tome la decisión de hacerlo. Esto es absolutamente 
transparente porque le permite al individuo tomar el destino de su futuro o de su 
jubilación. Nos parce que es un mecanismo sin ningún tipo de dificultad. 


Reitero: ¿por qué no se toma esa decisión? Sería la más justa, la más adecuada y 
la más particular, porque trataría cada caso en cada circunstancia temporal, y de acuerdo 
con la realidad económica de la persona, teniendo en cuenta la historia laboral y los 
aportes que hizo al Banco de Previsión Social y al sistema de ahorro previsional. Hay 
quienes estamos convencidos de que es bueno el sistema de ahorro previsional y 
creemos que llegado el momento se nos tiene que dar la alternativa de decidir cuál es el 
mejor resultado. 


Quiero decir también que la situación que viven muchas personas es la 
consecuencia directa de decisiones legislativas que impulsó el actual Gobierno. Me 
refiero a la modificación de los topes. Cuando a la gente se le dijo que se podía jubilar a 
los sesenta años, no se le dijo que la jubilación iba a ser mala con respecto a los 65 años. 
Las decisiones en materia del futuro de una persona que se enfrenta a la jubilación son 
decisiones muy difíciles y por tanto deben ser muy informadas y muy adaptadas a la 
realidad, al momento. No se pueden hacer en términos de "vamos a ver qué ocurre 
dentro de cuatro o cinco años". Yo no digo que la idea del proyecto no sea creativa. Lo 
que creo es que no es justa y no se adecua a las realidades de las personas cuando llega 
el momento de la jubilación. 


A mí me llama la atención que el Poder Ejecutivo no aproveche esa ocasión en la 
que hace una proclama públicamente y luego procede presentando un proyecto para 
resolver un tema de la Ley N* 16.713 que el propio ministro Murro, siendo presidente del 
Banco de Previsión Social, propuso al Poder Ejecutivo, y que tiene que ver con la 
modificación del artículo 5* de la Ley. 


Yo tengo aquí el proyecto que el directorio del Banco de Previsión Social aprobó el 
14 de marzo de 2012, a través del cual pide al Poder Ejecutivo que ejerza la iniciativa 
modificando el régimen del artículo 5* de la Ley N* 16.713, estableciendo que los aportes 
reales que se habían realizado con anterioridad a la fecha de vigencia de la ley se 
incluyeran dentro de la historia laboral del individuo y no quedaran incluidos solamente 
una cantidad limitada. Esa decisión se tomó en el momento en que se aprobó la ley. Hoy 
la realidad es diferente. Estamos pensando en modificar la realidad para los que van a 
ingresar a la jubilación. 


Ya se hizo una modificación en la Ley N* 19.162. ¿Por qué el Poder Ejecutivo no 
incluye esta modificación de la Ley N* 16.713 que fue a su vez iniciativa del BPS, para 
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liberar ese límite que existe de los aportes por el monto de $ 5.000 en el momento de la 
aprobación de la ley? 


Tengo fotocopia de la resolución del BPS con los fundamentos respectivos en los 
que se señala la justicia de una modificación de estas características y el anteproyecto de 
ley que el Banco de Previsión social envió al Poder Ejecutivo en su momento. Hago 
entrega de este material a la señora presidenta para que lo distribuya entre los visitantes 
y los legisladores. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Yo no voy a hablar de mi opinión sobre el proyecto en sí 
mismo y mucho menos sobre la ley de flexibilización que votamos en el 2008, porque hoy 
lo importante es escuchar al ministro. Solicité la palabra para complementar una pregunta 
que había hecho el diputado Abdala a fin de tener mayores datos. 


Cuando el ministro habló de los topes con o sin AFAP y se refirió a quienes están 
aportando a las AFAP expresaba que el tope que va a pagar el BPS es de $ 40.386 más 
un promedio de $ 6.000 que pagarían las AFAP. El diputado Abdala planteó algo sobre 
este tema pero quiero precisar que si se llega a aplicar el tope es porque hay 
determinado nivel de aportes que se han realizado en la vida laboral de cada trabajador y 
con determinada densidad. La pregunta específica en el caso del promedio de lo que 
están pagando las AFAP es si estos corresponden al promedio total de prestaciones que 
están haciendo las AFAP o de aquellos que estarían en condiciones de haber llegado al 
tope y que cobrarían por la AFAP, de acuerdo con el nivel de salario y la densidad de 
aportación que tuvieron durante su vida laboral. 


SEÑOR DASTUGUE (Álvaro).-Las preguntas y consideraciones que tenía 
apuntadas para hacer a la delegación ya fueron vertidas en su mayoría y no quisiera ser 
repetitivo. Teniendo en cuenta el tiempo de que disponemos, considero importante 
escuchar las respuestas de la delegación. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.-Se hicieron 
puntualizaciones acerca de las declaraciones que hicimos con respecto a los tiempos de 
consideración del proyecto de ley y sobre el proyecto de ley. Yo ratifico todo lo que dije en 
la prensa. 


En nuestras declaraciones dejamos muy claro la autonomía y la soberanía del 
Poder Legislativo. Está expresamente dicho en nuestras declaraciones. Estamos 
preocupados por el régimen de trabajo que se ha dado la Comisión, según el cual se 
recibe a una persona o institución por semana, por lo cual el tratamiento del proyecto se 
iría hasta mediados de noviembre, si es que no se convoca a más nadie. Nosotros en 
ningún momento estamos planteando que esto se apruebe a tapas cerradas; todo lo 
contrario. A mí me convocaron para hoy y aquí estoy. Vine con el director Nacional de 
Seguridad Social y con el vicepresidente del BPS. Si me hubieran convocado hace un 
mes atrás hubiera venido hace un mes atrás. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como presidenta de esta Comisión quiero decirle que me 
veo tocada en sus declaraciones cuando dice que esta Comisión está lerda en el 
tratamiento. Yo quiero informar a usted que este proyecto llego a esta Comisión el 3 de 
agosto. Entonces, no se nos puede decir que tenemos encajonado algo ni mucho menos. 
La mayor predisposición que tenemos es atender a esa masa de gente que realmente 
está esperando de nosotros. 


En mi caso no estoy preparada para tomar resolución; me tengo que asesorar con 
diferentes personas que están en el tema y así lo he hecho. Lejos del espíritu de esta 
Comisión está no dar un tratamiento. Me extraña que diga que estamos de alguna forma 
reteniendo la aprobación de este proyecto -cosa que duele y lastima- cuando usted 
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estuvo en esta Comisión hace dos años y medio y se le dijo del problema de los 
cincuentones. Sería bueno, entonces, que tuviera en cuenta que este proyecto llegó a 
esta Comisión el 3 de agosto. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Respeto muchos sus 
expresiones, señora presidenta, y usted lo sabe, pero ratifico mis declaraciones. Esa es 
mi opinión, y en un sistema democrático por el cual hemos luchado, tengo derecho a 
Opinar. Sigo pensando que el cronograma de reuniones que ha establecido esta Comisión 
desde ahora hasta noviembre es muy extenso y va a demorar el tratamiento del proyecto. 
Sigo pensando eso, democráticamente. 


Todos conocen nuestra opinión sobre el sistema, los cincuentones y la prioridad 
que le da el Poder Ejecutivo a este proyecto de ley. Tengo derecho a tener esa opinión, 
usted tiene derecho a tener la suya y los demás señores legisladores tienen derecho a 
tener su opinión. Estamos en un sistema democrático, tenemos diferentes opiniones. Yo 
opino que este tema debe tener máxima prioridad, debe ser resuelto lo antes posible, y el 
calendario de reuniones que ha establecido la Comisión de Seguridad Social es muy 
extenso y demorador. Es lo que pienso; no voy a cambiar la opinión. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Está adjudicando intencionalidades. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Eso lo dicen ustedes. 
¿Vamos a seguir discutiendo el proyecto de ley o quieren seguir discutiendo de esto? 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Después, con mucho gusto, voy a leer sus 
declaraciones. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Yo sé lo que dije y lo 
ratifico. Yo no me escondo, no me escudo, doy la cara; la he dado toda mi vida y acá 
estoy, como algunos. 


SEÑOR RUBIO (Eduardo).- Usted está diciendo que no damos la cara y, la verdad, 
quiero aclararlo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Yo no dije eso. 
SEÑOR RUBIO (Eduardo).- Dijo que no todos. 


Lo primero que quiero aclarar es que doy la cara, y le quiero decir que no soy 
integrante de esta Comisión sino que soy delegado de sector, por lo tanto no voté esa 
agenda. Acá hay espíritu para acortar los tiempos. Pero lo que quiero decir es cuánto 
demoró el Poder Ejecutivo en dar una respuesta. ¡Qué lerdos estuvieron ustedes en el 
Ejecutivo para dar una respuesta a los cincuentones, antes que esta Comisión! Muy 
lerdos, señor ministro. 


Es mi opinión, también democráticamente expresada. 
(Apoyado) 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Reitero que para 
llegar a esta iniciativa hemos hecho un trabajo para el que hemos tomado en cuenta los 
proyectos de ley que se han presentado a nivel parlamentario, como los que 
mencionaban los señores diputados Conrado Rodríguez y Rubio, los que presentó el PIT- 
CNT, las propuestas que hicieron el sector empresarial y los jubilados. Hemos llegado a 
este proyecto que estamos presentando y creemos que es una muy solución buena, 
razonable, posible. Además, buscamos que este proyecto de ley tenga el mayor apoyo 
posible. 
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En las exposiciones que hacen los señores legisladores vemos que existen 
diferencias en el seno de nuestra sociedad, de los partidos políticos y del movimiento 
social, pero entendemos que es un proyecto necesario y factible, y que debe aprobarse lo 
más rápidamente posible. 


Este Poder Ejecutivo, durante el Gobierno anterior, promovió y aprobó la Ley 
N* 19.162, que fue un avance y significó el primer paso en la posibilidad de desafiliación o 
de revocación. Ahora se presenta este otro proyecto de ley, y pretendemos que se 
apruebe lo antes posible; insisto en eso. Reitero que el cronograma de reuniones que 
tiene prevista la Comisión de Seguridad Social es muy largo. 


En cuanto a los dos proyectos presentados por el diputado Conrado Rodríguez, 
creo que ninguno resolvía sustancialmente el tema. Esa es la opinión del Poder Ejecutivo. 
Este proyecto es mucho mejor y resuelve el problema, a diferencia de los dos proyectos 
presentados con anterioridad por el diputado Conrado Rodríguez. Acá también hago 
referencia a lo que señalaba el diputado Trobo sobre el proyecto de ley que fue iniciativa 
del Directorio del BPS -que tuve el honor de presidir-, y que es similar a uno de los 
presentados por el diputado Conrado Rodríguez. Eso es así, tal como dice el diputado 
Trobo. Consideramos que este proyecto es mucho mejor que el del año 2012, y que 
resuelve todo el problema que se generó en setiembre de 1995 -hace veintidós años- con 
la Ley N* 16.713 -eso lo votó este Parlamento; quienes hoy ejercemos el Gobierno no lo 
votamos-, por la que se topeaban los salarios anteriores a 1996. 


SEÑOR TROBO CABRERA (Jaime Mario).- La ley se puede modificar. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Es lo que estamos 
haciendo ahora; lo estamos corrigiendo. 


SEÑOR TROBO CABRERA (Jaime Mario).- No, no lo están corrigiendo. 
SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Esa es su opinión. 


SEÑOR TROBO CABRERA (Jaime Mario).- Después explíqueme en qué artículo 
lo corrige. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- En opinión del Poder 
Ejecutivo, este proyecto resuelve todo ese problema de mejor forma, y por eso creemos 
que es el adecuado. 


Consideramos que debemos asumir que cuando se votó la ley, en setiembre de 
1995, se le decía a la gente que ¡ba a tener dos jubilaciones, que su jubilación iba a ser el 
125% del salario. Como bien señalaba el diputado Rubio, no se brindó el asesoramiento a 
la gente para la afiliación. 


Hace pocos días -confirmando lo que dice el diputado Rubio- un artículo del diario 
El Observador vuelve a ratificar cómo se afilia a los jóvenes, prometiéndoles cosas que 
después difícilmente se cumplan, pero esta es la realidad que tenemos. En los años 
1995, 1996, 1997 y siguientes discutíamos qué proyecciones iba a haber, qué 
estimábamos que iba a pasar. Hoy, veinte años después, tenemos los primeros 
resultados, y se ven con los cincuentones. Lo que se dijo que iba a pasar no está 
pasando, y los cincuentones son un colectivo notoriamente perjudicado por esta ley. Por 
lo tanto, lo que nos planteamos es corregir, modificar la ley. 


Ya hicimos cambios en la Ley N* 18.395 en el año 2009. Lo que redujimos allí 
-quizás no entendí bien lo que dijo el señor diputado Trobo Cabrera- fueron los años de 
trabajo, pero no los años de edad para jubilarse. Los sesenta años están establecidos 
desde 1996 y se mantienen en la legislación al día de hoy. Nosotros somos firmes 
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partidarios de la Ley N* 18.395, que aprobó casi unánimemente el Parlamento. Fue una 
muy buena ley, una revolución de género en protección social en el Uruguay, que 
permitió a decenas de miles de mujeres -y también a hombres- mejorar su jubilación o 
facilitar el acceso a su jubilación. Esa ley, que entró en vigencia en el año 2009, es muy 
importante. También es muy importante la Ley N* 19.162, del año 2013, y ahora estamos 
planteando otra en el año 2017. Somos partidarios de las reformas periódicas que vayan 
atendiendo las nuevas realidades, que vayan corrigiendo y modificando para hacer mejor 
el sistema de seguridad social del país. 


SEÑOR TROBO CABRERA (Jaime Mario).- Quisiera hacer una pregunta sobre 
este aspecto que señalaba el señor ministro. 


La modificación del tiempo de trabajo exigido por la legislación de treinta y cinco 
años a treinta años supuso también una modificación en las tasas de reemplazo. 
Obviamente que una persona se puede jubilar con menos años de trabajo, pero con 
menos jubilación. Obvio que es así. 


SEÑOR LAGOMARSINO (Gabriel).- Es la lógica del sistema de seguridad social. 


SEÑOR TROBO CABRERA (Jaime Mario).- Lo que dije en su momento era que la 
cuestión no es solamente el cartel de que trabajando menos uno se puede jubilar, sino: 
"Mire que trabajando menos se puede jubilar, pero su jubilación va a ser menor", que es 
lo que hay que decirle a la gente. 


SEÑOR LAGOMARSINO (Gabriel).- Ese cartel no sé quién lo puso. ¿Dónde está 
ese cartel? 


SEÑOR TROBO CABRERA (Jaime Mario).- En general, no creo que pueda 
recoger alguna expresión suya o de algún correligionario suyo en el sentido de que esto 
gravaba en forma negativa a los trabajadores. No; porque no lo dicen. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Washington Silvera) 
SEÑOR LAGOMARSINO (Gabriel).- No; seguramente no. 


SEÑOR TROBO CABRERA (Jaime Mario).- Porque ustedes dicen alguna cosas y 
no dicen otras; es habitual. 


(Diálogos) 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Reflexionando sobre 
algunos de los planteamientos que hacían los diputados Conrado Rodríguez y Jaime 
Trobo, en cuanto al tema de las asignaciones anteriores, la consideración de los salarios 
anteriores a 1996 superiores a los entonces $ 5.000, se corrigen con este proyecto, 
porque pasan al régimen de transición y se considera toda su vida. Por lo tanto, ese tema 
está resuelto y mucho mejor ahora. 


Por otro lado, reitero que no estamos impulsando a la gente para que se jubile a 
los sesenta años. La edad legal es sesenta, pero la edad real de jubilación en Uruguay es 
sesenta y tres o sesenta y cuatro años. Ese es un dato de la realidad que tenemos en 
cuenta para los diagnósticos, las proyecciones y las propuestas que hacemos. 


Otra pregunta que se nos hacía era sobre el promedio de los $ 6.000 de las AFAP. 
Ese promedio de $ 6.000 es por jubilación. Si incluimos las pensiones, diputado Abdala, 
da menos. Y veinte años es una cantidad de años suficiente, lo cual demuestra que las 
expectativas que se habían generado no se están cumpliendo, lamentablemente. El 
promedio es $ 6.000 de renta previsional por jubilación, y es para todos los que se han 
jubilado hasta ahora. 
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SEÑOR ABDALA (Pablo).- Sería interesante saber -como surgió de mi intervención 
inicial- que estamos hablando de trabajadores que no completaron treinta años de 
aportes a las AFAP. Ese es un dato objetivo, notorio. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Claro. 
SEÑOR ABDALA (Pablo).- A mí, por lo menos, me parece relevante. 


Por otra parte, me interesaría saber en función de cuántas jubilaciones efectivas 
-que, por lo que deduzco, no son jubilaciones por incapacidad o pensiones- que está 
sirviendo el sistema se llega a ese promedio. Pregunto esto porque es un dato que me 
parece relevante. 


(Ocupa la Presidencia la señora Representante Graciela Matiaude) 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Recordemos que 
desde el año 2005 toda la información del BPS es pública y está disponible. Inclusive, 
hace pocos días le he enviado al diputado Abdala -no sé si ya le llegó- la respuesta a un 
pedido de informes que contestamos en el día, y le enviamos el boletín estadístico de 
pasividades del BPS, además, indicando que en la página Web del BPS está todo esto 
publicado. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Sí; me llegó. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Desde el 2005 se 
publica toda la información, inclusive la de muchos años anteriores. 


Con relación a la propuesta que hace el diputado Conrado Rodríguez, creo que 
hay una serie de planteamientos que apuntan a que no se apruebe esta ley. Plantear que 
había otras soluciones, que hay que hacerlo al final de la vida laboral, que hay diferencias 
si se jubilan a los sesenta o a los sesenta y cinco años, y las críticas acerca del 
fideicomiso, me da la sensación de que lo que propone es que no se apruebe este 
proyecto de ley, y nosotros queremos que se apruebe una solución inmediata al tema de 
los cincuentones. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Quiero aclarar algo. 


El señor ministro hace su apreciación netamente política y está en su derecho de 
hacerlo. Lo que quiero reiterar claramente es que la disposición de este diputado ha sido 
absoluta desde el primer momento. Me he reunido con grupos organizados de 
cincuentones y en forma individual desde el primer momento, cuando el señor ministro no 
planteaba una solución concreta a la situación de los cincuentones y nosotros, sí. Así que 
no es de recibo esa crítica. 


Lo que se desprende de las palabras del señor ministro es que quiere que 
aprobemos esto a tapas cerradas y que no discutamos los instrumentos que están dentro 
de este proyecto de ley. Podemos estar en desacuerdo con los instrumentos que se 
quieren aplicar en este proyecto de ley, pero podemos estar de acuerdo con el objetivo 
final. Por lo tanto, no es contradictorio y eso para nada implica que no queramos una 
solución para los cincuentones. Entonces, me parece que la aclaración es oportuna y hay 
que hacerla. 


En definitiva, los hechos son los hechos, porque la gente puede ver perfectamente 
cómo trabajó cada uno en esta temática y cuáles han sido nuestras declaraciones de 
forma permanente. Hemos sido muy frontales siempre, a la hora de decir cuál era la 
mejor solución que entendíamos que se debería dar a este tema. La verdad, no entiendo 
por qué el señor ministro dice que el segundo proyecto de ley, que es una minuta de 
comunicación que le enviamos, no solucionaba la temática, porque sí lo hace. En la 
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medida en que se le da la opción a la persona de elegir la liquidación entre el sistema 
mixto y el régimen de transición, obviamente se está solucionando la temática. En 
definitiva, lo que se está haciendo con este proyecto es lo mismo, con la diferencia que 
en este se hace de manera adelantada y, en el nuestro, se hace a la hora de la jubilación. 
No entiendo por qué el señor ministro dice que no era una solución viable. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Creo que -reitero- 
plantear que la opción se haga al final es para que sigan aportando a las AFAP y estas 
sigan ganando, sin embargo los resultados van a ser similares. Es por eso que afirmo que 
algunos de los planteos del diputado Conrado Rodríguez son para que todo siga como 
está. Entonces, no se resuelve nada, y seguimos en ese camino. Creo que lo que hay 
que ver es cómo resolvemos este tema. Por ejemplo, si comparo en este punto los 
planteamientos del diputado Conrado Rodríguez con los del diputado Rubio, veo que el 
diputado Rubio expresa una preocupación por la demora en el tiempo de asesoramiento. 
Esa es una preocupación, compartible o no, pero razonable. La posición del señor 
diputado Rodríguez es que la gente elija al final. Entonces, las AFAP siguen teniendo las 
ganancias tan importantes que están recibiendo y la gente va a tener que esperar unos 
años para seguir aportando a las AFAP, que van a seguir haciendo su negocio cuando ya 
se sabe que esta gente va a ser perjudicada. Hay constatación de que esta gente va a 
ser perjudicada, de que ya lo son; lo están diciendo el BPS y las propias AFAP. Cuando 
la gente va a asesorarse, no al BPS sino a las AFAP, le están diciendo a la gente que va 
a ser perjudicada. Por eso este tema nos explotó. Yo creo que es bueno que analicemos 
esto en su conjunto. 


Se plantea otro tema en cuanto al tiempo de asesoramiento, al que hacía 
referencia el señor diputado Rubio. ¿Cuál fue la experiencia que tuvimos con la Ley 
N* 19.162? Hubo gente que resolvía desafiliarse el mismo día en que la asesoraban y 
hubo otra que usaba el plazo que se daba. Organizar esto dándole la prioridad a la gente 
que está más cerca de la jubilación, los mayores de cincuenta y seis años, es entre otras 
cosas por hacer el mejor asesoramiento posible y para atender a la gente de la mejor 
manera posible, como se hizo con la Ley N* 19.162. Quiero recordar que cuando en esta 
ley del año 2013 se dijo que iba a asesorar el BPS hubo críticas por parte de las AFAP y 
de algunos legisladores. Se planteaba cómo iba a asesorar el BPS, que era juez y parte. 
Culminado el proceso de dicha ley no hubo una sola crítica de las AFAP, de los afiliados 
ni de quienes cuestionaban al BPS, porque fue muy satisfactorio, objetivo y profesional el 
asesoramiento que el BPS hizo. Creo que ese es el camino que queremos volver a 
recorrer ahora. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Me surgió una duda con relación a una reciente 
reflexión del ministro referida, precisamente, al planteamiento del diputado Conrado 
Rodríguez, que es un tema medular en este análisis, que es el del momento de la opción. 
En ese sentido y con toda objetividad, razono en forma muy similar al diputado 
Rodríguez; creo que le damos más certeza en principio al administrado y al interesado si 
le permitimos que la opción la haga en el momento en que se va a acoger a los beneficios 
jubilatorios y no en la perspectiva, como decía el señor diputado Trobo, de seis, ocho o 
diez años por delante de vida laboral, sometidos a la incertidumbre o imprevisibilidad de 
cuál puede ser su suerte, desde el punto de vista de la condición de su trabajo y de sus 
ingresos. 


Cuando habla el ministro habla Ernesto Murro, pero habla el Poder Ejecutivo. La 
exposición de Ernesto Murro con relación a estos temas es sobradamente conocida y es 
muy legítima, pero él ha venido a hablar en nombre del Poder Ejecutivo y con relación a 
esto me parece que no ha dado una razón poderosa o convincente en función de la cual 
esto sea mejor que lo otro, para el administrado. Él nos ha dicho que con esto lo que 
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evitamos es que las AFAP sigan ganando. Entonces, ¿cuál es el verdadero propósito del 
Poder Ejecutivo con todo esto? Es lo que surge espontáneamente. ¿Cuál es el problema 
de que las AFAP sigan ganando? ¿El Poder Ejecutivo considera que está mal que las 
AFAP ganen? ¿Considera el Poder Ejecutivo que ganan por encima de lo que sería 
razonable? Eso nos enfrentaría a otra realidad. Si el señor Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social opina eso y el Gobierno también, entonces hay una crítica al sistema y 
el planteamiento podría conducirnos a la conclusión de que el sistema ni siquiera es 
legítimo. 


No digo esto con doble intención ni con picardía; lo digo porque, repito, quien vino 
aquí hoy es el Poder Ejecutivo. Entonces, ¿al Poder Ejecutivo le preocupa más que las 
AFAP ganen o, en todo caso, pone eso por delante de la circunstancia de que los que 
sufrieron un daño puedan resolverlo de la mejor manera y en el momento más oportuno? 
Acá hay un tema de prioridades y yo quiero saber cuál es la prioridad del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- La respuesta es con 
sectores que ya se sabe, constatado por el BPS, por las AFAP y por todos los que han 
estudiado este tema en serio, que están perjudicados. ¿Para qué vamos a permitir que 
sigan ganando sobre alguien que ya se sabe que está perjudicado y por qué no vamos a 
resolver ahora al tema? 


En otro orden, se preguntaba sobre lo que tiene que ver con los jubilados. Este 
tema de si incluir o no a los ya jubilados, y del que ustedes seguramente ya han recibido 
planteos, fue discutido en el Poder Ejecutivo. Ahí tomamos una opción, la primera, que es 
tomar cincuenta años al 1* de abril de 2016. Tomamos ese año, porque es el primer año 
de Gobierno, porque se cumplen veinte años de la ley, porque es cuando el movimiento 
de los "cincuentones", el PIT- CNT y las propuestas legislativas se hicieron más 
evidentes; por ejemplo, las propuestas a que hacían referencia los señores diputados 
Rodríguez y Rubio son de ese año. Se podía haber tomado cincuenta años en otro 
momento; entonces, serían menos los beneficiados. Acá estamos hablando, reitero, de 
cincuenta años al 1* de abril de 2016. 


En segundo lugar, se incluyó -que no estaba previsto, pero que es una nueva 
realidad nacional- a aquellos jubilados solo por BPS pero que mantuvieran otra actividad 
ahora en el régimen mixto, lo cual amplía el espectro a ese sector. Esta fue una opción 
que tomamos en el Poder Ejecutivo, que nos parece razonable y que creemos que es la 
mejor solución para esto. Reitero, también entendemos razonable otras opiniones que 
han expresado acá los señores legisladores sobre este tema. 


Esto de tomar los cincuenta años al 1* de abril de 2016 incrementa el número de 
beneficiarios. El BPS presentó un informe, si mal no recuerdo el 9 mayo de 2016, creo 
que en esta misma comisión; estábamos hablando de cincuenta y un años para arriba en 
el 2016. Ahora estamos hablando de cincuenta; esto incrementa el número de 
beneficiarios. 


Nosotros estimamos que el número de beneficiarios va a estar hoy en el orden de 
los cuarenta mil. Aquel informe hablaba de entre veintidós mil y cuarenta y un mil. Ese 
informe está en poder de la comisión, ya que fue entregado por el directorio del BPS en 
su oportunidad. Los beneficiarios ahora van a ser algunas personas más, por estas dos 
flexibilizaciones: la del momento en que se toman los cincuenta años y por incluir a 
algunos jubilados, que son los que precisábamos. A diferencia de otras propuestas u 
opiniones que no compartimos porque entendemos que son contradictorias a la 
propuesta del Poder Ejecutivo, como la de considerar recién al final la posibilidad de la 
opción, este otro tema sí fue discutido en el Poder Ejecutivo. Tanto es así que se avanzó 
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por el camino de abrir más el colectivo beneficiado poniendo los cincuenta años al 1* de 
abril de 2016 e incluir a los jubilados que estén en actividad por régimen mixto. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Quisiera saber si el señor ministro nos puede 
decir en qué casos se daría eso del artículo 15, es decir, que exista una persona jubilada 
por el BPS y pueda seguir aportando al sistema mixto. 


SEÑOR RUBIO (Eduardo).- Pido disculpas pues debo retirarme unos minutos a 
efectos de asistir a otra comisión, pero vuelvo. No lo hago por desatención. Es lo que 
pasa cuando la bancada es unipersonal; hay que estar en dos comisiones a la vez... 


(Hilaridad) 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Lo manifestado por el 
señor diputado Rodríguez es bastante sencillo: una persona puede estar jubilada por la 
caja civil -empleado público- y seguir aportando por industria y comercio, estando afiliado 
al régimen mixto. Este es el ejemplo típico. También podríamos plantearlo con un 
trabajador rural. 


Esto ampliaría positivamente el colectivo de beneficiarios, que hoy estimamos 
serían cuarenta mil; recuerdo que cuando hablábamos de treinta mil era el promedio 
entre veintidós mil y cuarenta y un mil. 


En cuanto a los montos, también fueron informados por el directorio del BPS; si no 
me falla la memoria -no quiero comprometer aquí al vicepresidente Gabriel Lagomarsino-, 
creo que fue el 9 de mayo del año pasado. 


En ese informe entregado por el BPS se estimaba para el escenario de máxima 
-que en ese entonces eran cuarenta y un mil-, por ejemplo, que US$ 1.600.000.000 
ingresarían en el período comprendido entre los años 2016 y 2020; se suponía que el 
proyecto de ley se iba a aprobar en el año 2016, pero esto cambia. Esos serían los 
ingresos que se obtendrían de acuerdo con la hipótesis de ese informe, es decir, con la 
hipótesis de que volvieran 41.000 afiliados, y los egresos aumentarían en 
US$ 440.000.000 en el período 2021- 2025, y en US$ 775.000.000 en el período 2025- 
2030, y que a partir de ese momento los egresos comenzarían a disminuir. 


Reitero que el informe ha sido entregado a la comisión hace más de un año. 


Otro tema planteado tiene que ver con el fideicomiso. En la Ley N* 19.162 se 
siguió el criterio planteado por el señor diputado Rubio, es decir, que los fondos vinieran 
al BPS. 


Como en el Poder Ejecutivo hemos visto los buenos resultados que se ha obtenido 
con la ley de fideicomisos, para este caso se entendió que sería mejor aplicar el régimen 
de fideicomisos, a diferencia de lo que se hizo con la Ley N* 19.162. Reitero que podrían 
haberse adoptado cualquiera de las dos resoluciones, pero en este caso se optó por el 
fideicomiso en base a la buena experiencia de la ley. 


Se trata de un fideicomiso con todas las garantías y controles, con el control del 
Banco Central, con las autorizaciones correspondientes y creemos que con un flujo de 
fondos que acompaña la evolución de las jubilaciones. 


¿Por qué comienza a los seis años? Porque se estima que en seis años tendremos 
el mayor contingente de nuevos jubilados por esta ley, si es que se aprueba. 


También se busca responder a algunas críticas públicas que hemos tenido con 
respecto a que esto se hacía para obtener fondos y reducir el déficit fiscal. Ante esos 
cuestionamientos nos decidimos por el fideicomiso, que comienza a devolver 
progresivamente a partir de los seis años. 
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Yo acostumbro a opinar técnica y políticamente. Para mí -y creo que para muchos 
de ustedes también- la política es una de las más hermosas actividades del ser humano 
-seguramente en esto estemos todos de acuerdo-, y trato de nutrirme técnicamente en un 
tema del que vengo aprendiendo desde hace veinticinco años y lo seguiré haciendo por el 
resto de mi vida. Por lo tanto, en general, cuando opino, lo hago política y técnicamente. 


Por lo tanto, creo que el fideicomiso tiene todas las garantías. El BPS será 
propietario y beneficiario, y se hace así porque recoge la buena experiencia de la ley de 
fideicomisos. Y también se lo plantea porque creemos que es una buena respuesta y a la 
gente hay que resolverle un problema. 


Veinte años después se ha demostrado que lo que se dijo que iba a pasar, no 
sucedió y, por lo tanto, tenemos un colectivo de aproximadamente cuarenta mil personas 
perjudicadas. Por eso queremos resolver el tema. 


SEÑOR TROBO CABRERA (Jaime Mario).- Voy a insistir en un tema porque es 
muy importante tener una opinión clara. 


Es cierto que este proyecto de ley responde a una demanda de un colectivo que 
hoy está claramente identificado, concretamente, los denominados cincuentones. 
Nosotros le dijimos al ministro de establecer un mecanismo hacia el futuro que no 
abarque solo a esos cincuentones, sino a las demás personas que tienen cuarenta y 
nueve años de edad y que, eventualmente, en el día de mañana vean que por un régimen 
pueden tener algún beneficio. 


¿Por qué en lugar de plantear una solución transitoria para un grupo determinado 
no se piensa en una legislación que permita que en el futuro todos quienes estén en el 
régimen de aportes y ahorro al BPS tengan la misma opción? 


Por supuesto que los regímenes de seguridad social no son permanentes y 
necesitan modificaciones, entre otras cosas, porque la propia biología de las personas se 
modifica. La generalidad indica que la gente hoy vive hasta los ochenta y siete años, y 
antes se vivía hasta los setenta y cinco o mucho menos. Seguramente el régimen del que 
estamos hablando deba ser modificado en algunos años; el propio Banco de Previsión 
Social recomienda estudios técnicos y ciertas modificaciones para hacer sustentable el 
sistema y que no dependa tanto de los aportes de rentas generales. Puede haber 
distintas visiones, pero necesariamente hay que encontrar un punto de equilibrio para que 
no se convierta en un problema para la economía general de la sociedad. 


Por lo tanto, quisiera saber por qué razón en esta ocasión, cuando el detonante es 
la generación de los cincuentones, el Poder Ejecutivo decide resolver exclusivamente ese 
aspecto y no opta por una solución de carácter general que abarque situaciones futuras. 


Entendemos que la mejor solución es darle la opción al individuo en el momento en 
que está por jubilarse. No tenemos fobias por quien administre o gaste el dinero, pero sí 
queremos que la ley beneficie a todos y no específicamente a un sector. Compartimos el 
criterio de que hay que resolver el problema, pero entendemos que habría que hacerlo 
con un criterio más amplio. 


SEÑOR ABADALA (Pablo).- Sobre el fideicomiso, tanto el señor diputado Rubio 
como quien habla y otros colegas, planteamos si el Poder Ejecutivo o el BPS tienen 
alguna idea de la conformación, la designación del fiduciario y si hay estimaciones del 
costo de la administración. 


También quiero aprovechar para preguntar sobre un dato conexo con todo esto, 
que es el antecedente de la Ley N* 19.162, que seguramente sea información pública, 
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pero como no la tengo en mi poder en este momento, aprovecho la presencia de las 
autoridades para preguntar. 


Quisiera saber cuántos afiliados que estaban en la franja de cuarenta a cincuenta 
años se acogieron a esa posibilidad y efectivamente optaron por el sistema de repartos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Creo el planteamiento 
del señor diputado Trobo tiene dos partes. La primera es con relación a los cincuentones, 
y ya explicamos por qué consideramos que se debe resolver ahora. 


Todos quienes han estudiado esto reconocen que se trata de un colectivo definido 
y perjudicado. Por eso planteamos una solución. 


Con relación al tema de fondo, también coincidimos con el señor diputado Trobo 
-veo que ha seguido mis declaraciones, cosa que agradezco y valoro- en que somos 
partidarios de reformas periódicas de la seguridad social. Los grandes países 
desarrollados tienen sistemas con reformas periódicas; es más, algunos tienen previsto 
en su Constitución esas reformas periódicas, y más ante los masivos y rápidos cambios 
que estamos teniendo en la vida de la gente. 


Por ejemplo, cuando este Parlamento aprobó la ley de concubinato, fue un cambio 
sustantivo para atender una realidad del país; había más divorcios que casamientos y 
nuevas formas de constituirse parejas que excedían la formalidad de la libreta de 
matrimonio. Eso fue solo hace nueve años, aunque nos parezca que fue mucho más. 


Reitero que en esto también coincidimos con el señor diputado Trobo. 


Cuando el 10 de junio el presidente de la República anunció una solución para los 
cincuentones, también anunció la creación de un grupo interministerial para recopilar 
insumos de diagnósticos y propuestas de modificaciones o reformas al sistema de 
seguridad social para el próximo período de gobierno. Cero que el planteamiento del 
señor diputado Trobo tiene cabida. 


Nosotros planteamos resolver el problema de los cincuentones lo antes posible y el 
señor Presidente anuncia lo del grupo interministerial; luego existirá el diálogo social y 
político para generar insumos de diagnósticos y propuestas para el próximo gobierno 
pues, seguramente, se tendrán que hacer reformas periódicas y mejorar el sistema de 
seguridad social que tenemos en el país. 


En cuanto a los beneficiarios y a quiénes se aplicó la Ley N* 19.162, no tengo los 
datos en este momento, pero con mucho gusto se los haré llegar al señor diputado. 


SEÑOR LAGOMARSINO  (Gabriel).- En el mismo documento sobre las 
proyecciones de la ley que se promueve -en su versión anterior- hay datos sobre lo que 
pregunta el señor diputado. Hay que tener en cuenta que se trata del colectivo que optó 
por el artículo 8*, y que está contemplados en la ley aprobada en el 2013. Esos no están 
obligados pues, reitero, optaron por el artículo 8”, es decir, quienes no obtuvieron 
ingresos por más de $ 42.000. Deben tener entre cuarenta y cincuenta años de edad y se 
deben analizar sus situaciones y, si lo desean, revocar su adhesión al artículo 8*. 


Esos datos hay que tomarlos con cautela pues se trata de otro colectivo, con 
ingresos relativamente inferiores con respecto al ingreso que se quiere contemplar. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Esto también está en 
la información que remitimos la semana pasada. En el boletín estadístico del BPS hay un 
capítulo referido al régimen de ahorro individual y allí se explicita esta información. Eso 
está disponible. 
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SEÑOR TROBO CABRERA (Jaime Mario).- Quiero dejar constancia de que no le 
encuentro razón a la justificación del señor ministro respecto a por qué no se incluye la 
opción en el momento de la jubilación para todos quienes están en el régimen mixto. Él 
dice que este proyecto ataca el problema de los cincuentones, y es cierto, pero es una 
buena oportunidad para incluir el otro tema. 


¿Por qué no se incluye? Habría que dar algunos argumentos de mayor 
consistencia que decir que el dinero no debe quedar en las AFAP para que sigan 
ganando ellas. Creo que debería existir un argumento de mayor consistencia, porque en 
los próximos años puede cambiar la situación de las personas que abarca el proyecto. Si 
en tres años cambia la situación de un individuo puede modificarle su jubilación. 


Insisto que para nosotros sería muy importante que el Poder Ejecutivo diera una 
señal clara respecto a que quiere resolver el problema ahora; ofrecemos toda nuestra 
colaboración y voluntad para incluir una opción de estas características, pues significaría 
que quienes hoy están en esa situación, llegado el momento, puedan optar. Y quienes no 
están en esa situación -los menores de cincuenta años de edad-, llegado el momento, 
también puedan optar. 


¿Cuál es el único problema? Que quien constata la situación de injusticia, puede 
salirse del sistema. ¿En qué momento? En el que establece la ley, que fija plazos 
especiales. Nuevamente se incluye el dilema de hierro al individuo, diciéndolo que tiene 
cierto tiempo para actuar; si no, murió. 


¡No! Nosotros queremos que sea diferente, que sea amplio. Compartimos el 
criterio de resolver el problema de los cincuentones, y agregamos un aporte, que sería 
bueno que se analizara porque en el debate legislativo vamos a presentar estas ideas y 
no nos gustaría encontrarnos con una cerrada oposición a hallar soluciones a otros 
problemas, pues creemos que se pueden incluir en este proyecto de ley, sin perjuicio de 
todos los análisis que se hagan sobre el futuro de la seguridad social. La realidad 
económica, laboral y biológica de la sociedad uruguaya exige que hagamos otro tipo de 
análisis. 

Reitero que no nos parece consistente una respuesta cerrada en cuanto a 
incorporar a todos los individuos cuando estén frente a la instancia de jubilarse. 


Siguiendo algunas de las afirmaciones que se hicieron cuando se aprobó la otra 
ley, entiendo que las personas se verán beneficiadas con este proyecto, futura ley si se 
aprueba, cuando tengan sesenta y cinco años de edad, y treinta y cinco años de trabajo, 
pero me gustaría contar con números que me demuestren que en cuatro o cinco años, un 
individuo con sesenta y cinco años de edad y treinta y cinco años de trabajo tendrá una 
jubilación mala si sigue en el régimen mixto y no se cambia al régimen del BPS. 


Creo que en esto hay que ser absolutamente transparente y ser transparentes con 
la opinión pública y decir si vamos a atender el problema de los cincuentones. Pero 
también resolvamos los problemas que puedan surgir en el día de mañana, porque a una 
persona que hoy tiene cuarenta y nueve años le puede ocurrir lo mismo y no tendrá 
opciones. ¿Por qué? ¿Cuál fue el criterio? ¿Los veinte años de la ley? ¿El primer año de 
gobierno? ¿El año 2016? El señor ministro dio alguna serie de pautas de por qué se tomó 
en cuenta ese año y la edad, pero en realidad son boutade, no tienen otra consistencia 
que ser boutade. 


Creo que esta es una buena instancia para hacer un aporte importante para 
solucionar el problema de los cincuentones. 
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SEÑOR LAGOMARSINO (Gabriel).- Lo que ocurre es que hay una razón 
cronológica. Quien hoy tiene cuarenta y nueve años de edad, tendrá treinta años de 
aportes con el nuevo sistema. Si esa persona se ve perjudicada con treinta años de 
aportes -estoy planteando hipótesis; no digo que vaya a suceder ni sé qué va a ocurrir- 
quiere decir que estamos ante un problema más estructural del nuevo sistema, lo que 
requerirá un análisis más profundo y detenido; tengo la sensación de que sería imposible 
hacer los estudios, acuerdos y concursos necesarios para obtener una resolución sobre 
un tema más estructural del régimen jubilatorio. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Me quedaron algunas dudas sobre las primeras 
preguntas que formulé, que tienen que ver con quienes están jubilados por el sistema 
mixto. No me quedó claro por qué el Poder Ejecutivo no los incluye ni por qué se tiene 
especial preocupación por quienes tuvieron que ser jubilados por disposiciones 
reglamentarias y legales. 


También hemos dicho que en el artículo 1* no se contemplaba a quienes habían 
hecho la opción por el artículo 8* ni se los incluía en forma obligatoria en el sistema mixto. 


Está muy bien la respuesta del vicepresidente del BPS, pero estoy mirando el 
artículo 7” de la Ley N* 19.162, que establece algunos plazos, concretamente, dice que 
se puede hacer la revocación del artículo 8” desde el momento en que el interesado 
contare por lo menos con cuarenta años y hasta el momento que cumpliere los cincuenta 
años de edad, o dentro del término de dos años de la fecha de entrada en vigencia de la 
ley en caso de quienes superaran los cuarenta y ocho años de edad. 


Esto puede determinar que algunas personas, que están incluidos en los términos 
del artículo 1?, no hayan podido hacer la revocación del artículo 8”. 


Por lo tanto, podrían ser incluidos en el artículo 1” de este proyecto de ley. 


SEÑOR BAUMGARTNER (José Luis).- En todos los casos, las personas que 
optaron por el artículo 8*, desde la Ley N* 19.162, tuvieron la opción de hacer la 
revocación dentro de los dos años, o con una disposición de carácter permanente, que es 
para quienes cuenten entre cuarenta y cincuenta años. Es decir, un plazo suficientemente 
prolongado para hacerlo. 


La persona que voluntariamente se adscribió al régimen de ahorro individual 
obligatorio, sin estar obligado a ello, es porque nunca había superado los $ 49.000, en 
términos redondos. 


El proyecto de ley contempla a las personas que optaron por el artículo 8* y 
durante mucho tiempo se mantuvo en eso sin haber pasado nunca este tope de $ 49.000; 
sin embargo, un día superó ese monto, y partir de ese momento obligatoriamente quedó 
comprendida en el régimen de ahorro individual obligatorio. Y si bien optó por el artículo 
8”, por haber superado esa franja, aunque sea por única vez, quedó comprendida en eso 
otro. 


Esa persona está contemplada en este proyecto de ley. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Se entiende que para mucha gente que tiene 
más de cincuenta años, de acuerdo con la Ley N* 19.162, el sistema está precluido, no 
puede optar por la revocación. 


Entiendo la explicación para las personas que se pasaron de la franja y 
obligatoriamente tuvieron que aportar en el régimen de capitalización, pero tal vez haya 
personas que no superaron esa franja, optaron por el artículo 8” y tengan más de 
cincuenta años de edad. 
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SEÑOR BAUMGARTNER (José Luis).- Si tienen entre cuarenta y cincuenta años 
de edad, tuvieron la opción. Si tenían menos de cincuenta años cuando se aprobó la Ley 
N?* 19.162, por lo menos, contaban con dos años. 


Todo este colectivo tuvo una posibilidad relativamente extensa en todos los casos 
de revocar la opción del artículo 8*. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- También hice otras preguntas importantes sobre 
los jubilados. No me queda claro por qué el Poder Ejecutivo no incluye a quienes se 
jubilaron por el sistema mixto, y específicamente a quienes tuvieron que dejar de trabajar 
por disposiciones legales y reglamentarias y no pudieron seguir aportando al sistema 
mixto. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Ya hemos contestado 
cuál fue la opción del Poder Ejecutivo 


Creemos que el problema fundamental que hay que resolver lo más urgente 
posible, respetando los tiempos y la autonomía del Parlamento, es el de los cincuentones. 
Hemos tomado esta opción, y el Parlamento tiene sus potestades. 


SEÑOR SILVERA (Washington).- Quiero dejar algo claro antes de que se retire la 
visita. 

No estoy de acuerdo con la extensión del tiempo a partir de la agenda. Si bien 
algunos diputados tienen razón con sus argumentos, si hay buena voluntad, hay 
mecanismos para no llegar a noviembre y hacer esa ronda de reuniones de carácter 
informativo, a pesar de que les asiste todo el derecho. 


Quería dejar esto en claro, porque también formo parte de la comisión. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Pensábamos hacer un planteo concreto luego de 
que se retirara la delegación, pero dadas las circunstancias, lo hacemos ahora. Sería 
bueno que se reconfigurara la agenda con respecto a las delegaciones que van a 
concurrir a esta comisión para ilustrar este proyecto de ley. Hay muy buena disposición 
por parte de todos los señores diputados para que esto ocurra. 


Por lo tanto, si el Poder Ejecutivo entiende que hay que apresurar los pasos, tal 
vez el Ministerio de Economía y Finanzas podría concurrir la próxima sesión. Creo que 
sería una buena señal de parte del gobierno si quiere que este proyecto de ley sea 
aprobado este año. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que nos estamos adelantando en una agenda que 
estamos tratando de acomodar. Nosotros hicimos mención a visitas confirmadas, pero no 
quiere decir que la prioridad de esta comisión no sea finalizar con este tema lo antes 
posible. 


Agradecemos la presencia del señor ministro y asesores. 
Se levanta la reunión. 


